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septiembre, en lo relativo al distrito notarial afectado, que 
queda conformado así:

Colegio Notarial de Madrid.
Provincia de Madrid.
Distrito de Móstoles.
Móstoles, cinco de primera.
Pozuelo de Alarcón, dos de segunda.
Villaviciosa de Odón, una de segunda.
Boadilla del Monte, dos de segunda.

Disposición final segunda. Habilitación reglamentaria.

Se faculta al Ministro de Justicia para dictar las nor-
mas complementarias y aclaratorias que precise la aplica-
ción de este real decreto.

Disposición final tercera. Entrada en vigor.

El presente real decreto entrará en vigor el día 
siguiente al de su publicación en el «Boletín Oficial del 
Estado».

Dado en Madrid, el 5 de septiembre de 2005.

JUAN CARLOS R.

El Ministro de Justicia,

JUAN FERNANDO LÓPEZ AGUILAR 

MINISTERIO 
DE ADMINISTRACIONES PÚBLICAS
 15424 ORDEN APU/2872/2005, de 15 de septiembre, 

sobre procedimiento de concesión de subven-
ciones para reparar los daños causados por 
incendios forestales al amparo del Real 
Decreto-ley 11/2005, de 22 de julio.

Como consecuencia de las graves sequías que padece 
España y las altas temperaturas que se están registrando 
en el periodo estival, el riesgo de que se produzcan incen-
dios y de que estos tengan efectos devastadores es 
extraordinariamente alto. Por desgracia ya se ha produ-
cido alguna de estas situaciones.

Por ello, el Consejo de Ministros en su reunión del día 22 
de julio de 2005, dispuso la aprobación del Real Decreto-
ley 11/2005, de 22 de julio («Boletín Oficial del Estado» 
número 175 del día 23 de julio), por el que se aprueban 
medidas urgentes en materia de incendios forestales, 
convalidado por las Cortes Generales mediante Resolu-
ción de fecha 28 de julio de 2005 («Boletín Oficial del 
Estado» número 184 del día 3 de agosto).

En su artículo 11, faculta al Ministerio de Administracio-
nes Públicas para proponer el pago de las subvenciones a 
las Entidades Locales, destinadas a las obras de reparación 
o restitución de infraestructuras municipales, así como de 
la red viaria de las Diputaciones Provinciales y a establecer 
el procedimiento para su concesión, seguimiento y control, 
en el marco de la cooperación económica del Estado a las 
inversiones de las Entidades locales.

Por otro lado, el artículo 1 del citado Real Decreto-ley, 
dispone, en su apartado primero, que las medidas esta-
blecidas en el capítulo primero, artículos 1 al 12, se aplica-
rán a las personas y bienes afectados por el incendio 
acaecido entre los días 16 y 20 de julio de 2005 en la pro-
vincia de Guadalajara; y que, así mismo, el Gobierno 

mediante real decreto podrá declarar la aplicación de las 
medidas previstas en dicho capítulo primero a otros 
incendios de características similares que hayan acaecido 
o pueden acaecer desde el 1 de abril hasta el 1 de noviem-
bre de 2005 (apartado segundo, artículo 1).

En base a este segundo apartado del artículo 1, se ha 
aprobado el Real Decreto 949/2005, de 29 de julio, por el 
que se aprueban medidas en relación con las adoptadas en 
el Real Decreto-ley 11/2005, de 22 de julio, que ha venido a 
facilitar la aplicación de las medidas urgentes adoptadas 
en el mismo, destinadas a paliar, en lo posible, los daños 
causados por el incendio en la provincia de Guadalajara el 
pasado 16 de julio, así como a incluir, dentro de su ámbito 
de aplicación, los daños ocasionados por los incendios que 
se originaron en Extremadura el pasado 21 de julio.

En consecuencia, guiados por los conceptos de racio-
nalización y mejora de la eficiencia, es preciso establecer el 
procedimiento que se ha de seguir para la concesión y tra-
mitación, no sólo de las subvenciones mencionadas en el 
Real Decreto-ley 11/2005 y en el Real Decreto 949/2005, 
sino también en cualquier otro Real Decreto que, al amparo 
de lo previsto en el artículo 1.2 del Real Decreto-ley, ante-
riormente citado, pueda dictarse; así como la información 
sobre el estado de ejecución de las obras y el control de la 
aplicación de las subvenciones a su finalidad.

En cumplimiento de la Disposición final segunda del 
Real Decreto-ley 11/2005, de 22 de julio, por la cual se 
faculta a los titulares de los distintos Departamentos 
ministeriales, en el ámbito de sus respectivas competen-
cias, para que dicten las disposiciones necesarias y esta-
blezcan los plazos para la ejecución de las medidas pre-
vistas en él, dispongo:

Primero. Ámbito territorial de aplicación.–Las sub-
venciones objeto de la presente Orden serán de aplica-
ción:

a) A los municipios y núcleos de población relacio-
nados en el artículo 1.2.a) y b) del Real Decreto 949/2005, 
de 29 de julio.

b) A cualesquiera otros municipios y núcleos de 
población que por haber padecido, desde el 1 de abril de 
2005 o padecer hasta el 1 de noviembre de 2005, incen-
dios forestales de efectos catastróficos, determine el 
Gobierno mediante Real Decreto, al amparo de lo previsto 
en el artículo 1.2 del Real Decreto-ley 11/2005.

Segundo. Fines de las subvenciones.–Las subven-
ciones contempladas en esta Orden se destinarán a obras 
de reparación o restitución de infraestructuras municipa-
les y red viaria de las Diputaciones Provinciales de Guada-
lajara, Cáceres y Badajoz, así como a cualesquiera otras 
Diputaciones Provinciales, Cabildos o Consejos Insulares 
afectadas por las declaraciones que efectúe el Gobierno, 
mediante Real Decreto.

Tercero. Redacción y remisión de los proyectos téc-
nicos o presupuestos de las obras.

1. En el plazo de dos meses desde la publicación de 
la presente Orden en el «Boletín Oficial del Estado», las 
Diputaciones Provinciales interesadas, de oficio o, en su 
caso, a instancia de los Ayuntamientos afectados remiti-
rán al Subdelegado del Gobierno en las provincias res-
pectivas los proyectos técnicos o, cuando se trate de 
actuaciones contempladas en el artículo 56 del Real 
Decreto Legislativo 2/2000, de 16 de junio por el que se 
aprueba el Texto Refundido de la Ley de Contratos de las 
Administraciones Públicas, los presupuestos correspon-
dientes a las obras de reparación o restitución.

2. En el caso de que las Diputaciones Provinciales 
interesadas no remitan los proyectos técnicos o los presu-
puestos dentro del indicado plazo, los Ayuntamientos 
afectados podrán hacerlo subsidiariamente, en el plazo 
de un mes desde el vencimiento de aquél.
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Cuarto. Informe de los proyectos técnicos o de los 
presupuestos por la Comisión de Asistencia al Subdele-
gado del Gobierno.–En el plazo de quince días desde la 
finalización de los plazos previstos en el apartado ante-
rior, la Comisión de Asistencia al Subdelegado del 
Gobierno en las provincias interesadas emitirá informe 
sobre los proyectos técnicos o presupuestos compren-
sivo de los siguientes aspectos:

a) Que la tipología de las obras corresponde a la 
contenida en el apartado segundo de esta Orden.

b) Carácter de las reparaciones o restituciones, rela-
tivo a si las obras propuestas se acomodan a las 
infraestructuras preexistentes o implican alteraciones de 
las mismas, en cuyo caso sólo serán objeto de subven-
ción aquellas modificaciones que se estimen necesarias 
para su mejora técnica. En caso de que las variaciones 
introducidas no se considerasen justificadas, la Comisión 
de Asistencia al Subdelegado del Gobierno lo comunicará 
motivadamente a la Diputación Provincial, o en su caso, a 
los Ayuntamientos afectados.

c) Valoración de las obras y orden de prioridad entre 
ellas, atendiendo a criterios de necesidad, a fin de poder 
ajustar, si las circunstancias lo requieren, las disponibili-
dades crediticias a las demandas planteadas.

d) Que las obras que, por haberlo requerido la 
correcta prestación de los servicios, hayan sido adjudica-
das a contratistas o acordada su ejecución directa por la 
propia Administración, con anterioridad a la entrada en 
vigor de la presente Orden Ministerial o de los Reales 
Decretos por los cuales se incluyan a otros entes territoria-
les en el ámbito de aplicación del Real Decreto-ley 11/2005, 
cumplen con los requisitos anteriormente indicados.

Quinto. Asignación de las subvenciones.
1. El Subdelegado del Gobierno en las provincias 

afectadas remitirá a la Dirección General de Cooperación 
Local, del Ministerio de Administraciones Públicas, el 
informe señalado en el apartado anterior, dentro del plazo 
de 10 días desde la expiración del plazo para su emisión, 
acompañado de una relación cuantificada y priorizada de 
los proyectos técnicos o de los presupuestos que, habiendo 
sido informados favorablemente por la Comisión de Asis-
tencia, deban recibir subvención, mediante el modelo que 
figura como Anexo I para cada entidad local. En dicha 
relación deberán señalarse las obras ya adjudicadas con-
forme a lo previsto en la letra d) del apartado anterior.

2. A la vista de la relación y del informe, el Director 
General de Cooperación Local, por delegación del Secreta-
rio de Estado de Cooperación Territorial según lo dispuesto 
en la Orden de delegación de competencias del Departa-
mento, asignará las subvenciones a las Diputaciones Provin-
ciales interesadas, previa comprobación de su conformidad 
a lo establecido en esta Orden. La citada asignación de las 
subvenciones se efectuará con cargo al crédito previsto en 
el artículo 11 del Real Decreto-ley 11/2005, de 22 de julio.

Sexto. Cuantía y límites de la subvención estatal.
1. La subvención del Estado será de hasta el 50 por 

ciento del importe de los proyectos técnicos o de los pre-
supuestos de las obras.

2. El resto del importe de las obras podrá ser finan-
ciado mediante aportaciones de los Ayuntamientos afec-
tados, en su caso, y de las subvenciones que puedan 
conceder las correspondientes Diputaciones Provinciales 
y Comunidades Autónomas interesadas.

3. El importe de las subvenciones reguladas en la 
presente Orden en ningún caso podrá ser de tal cuantía 
que en concurrencia con subvenciones o ayudas de otras 
Administraciones públicas, o de otros Entes públicos o 
privados, nacionales o internacionales, supere el coste de 
la actividad a desarrollar por el beneficiario.

Séptimo. Programa de financiación de las obras.
1. Teniendo en cuenta la relación de proyectos informa-

dos favorablemente por las Subdelegaciones del Gobierno 
en las provincias afectadas, a que hace referencia el apar-
tado quinto, las Diputaciones Provinciales, elaborarán y 
aprobarán un Programa de financiación, detallado por 
obras, en que se especificarán todos los agentes de finan-
ciación y el importe de sus respectivas aportaciones, 
según el modelo que consta como Anexo II.

2. Dicho Programa de financiación será remitido por 
las Diputaciones Provinciales a la Dirección General de 
Cooperación Local, en el plazo de un mes desde que esta 
le haya notificado la concesión de las subvenciones.

Octavo. Adjudicación, terminación y seguimiento de 
las obras.

1. Las Diputaciones Provinciales interesadas y, en su 
caso, los Municipios afectados procederán a la ejecución 
de las obras. Si no hubieran sido adjudicadas o acordada 
su ejecución directa por la propia Administración en el 
momento de la entrada en vigor de la presente Orden, los 
acuerdos de adjudicación a contratistas o de ejecución 
directa deberán efectuarse en el plazo de cuatro meses 
desde la notificación de la concesión de las subvenciones 
por la Dirección General de Cooperación Local.

2. Las obras deberán quedar totalmente terminadas 
dentro del año siguiente al del vencimiento del plazo de 
cuatro meses indicado en el párrafo 1 anterior.

3. Las Diputaciones Provinciales, darán cuenta del 
estado de ejecución de las obras a la Dirección General de 
Cooperación Local, dentro del mes siguiente al venci-
miento de cada semestre natural, utilizando a tal efecto el 
modelo del Anexo V.

Noveno. Ampliación de plazos.
1. Los plazos contemplados en la presente Orden 

podrán ser ampliados por la Dirección General de Coope-
ración Local, si a juicio de esta existe justa causa, de oficio 
o a instancia de las Entidades interesadas.

2. La solicitud de ampliación de dichos plazos deberá 
remitirse a la Dirección General de Cooperación Local 
antes del vencimiento de los establecidos con carácter 
general, a fin de poder resolver sobre la misma, aplicán-
dose lo dispuesto en el artículo 49.3 de la Ley 30/1992, de 
26 de noviembre, Ley de Régimen Jurídico de las Admi-
nistraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo 
Común, con las modificaciones introducidas por la Ley 4/
1999, de 13 de enero. La solicitud expresará la duración de 
la prórroga que se pide, los motivos que la fundamentan 
y, siempre que sea posible, la justificación documental. 
Podrá efectuarse por medios informáticos, electrónicos y 
telemáticos siempre que permitan acreditar su constancia.

3. De acuerdo con lo dispuesto en el artículo 49.1 de 
la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, Ley de Régimen Jurí-
dico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento 
Administrativo Común, con las modificaciones introduci-
das por la Ley 4/1999, de 13 de enero; las resoluciones de 
prórrogas deberán ser notificadas a los interesados.

Décimo. Procedimiento de pago.–Con base en las 
certificaciones de adjudicación de las obras subvenciona-
das o en los acuerdos de ejecución de las mismas por la 
propia Administración, según los modelos de los 
Anexos III y IV, el Ministerio de Administraciones Públicas 
librará a las Diputaciones Provinciales, la totalidad de la 
subvención asignada a cada obra.

Las Diputaciones Provinciales deberán presentar en la 
Dirección General de Cooperación Local la correspon-
diente carta de pago, en la que consignará la normativa a 
cuyo amparo se ha concedido aquella, el importe de la 
subvención, así como el número de obra, en el plazo de 
treinta días desde la fecha de su realización.
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Undécimo. Liquidación de las subvenciones.–Las 
Diputaciones Provinciales presentarán en la Dirección 
General de Cooperación Local la liquidación de las sub-
venciones, dentro de los tres meses siguientes a la finali-
zación del plazo, general o prorrogado, de terminación de 
las obras, en el modelo que figura en el Anexo VI.

Duodécimo. Reintegro de subvenciones.–Las sub-
venciones que no se hayan aplicado a su finalidad dentro 
del plazo de ejecución establecido en el apartado Octavo 
deberán ser reintegradas al Tesoro Público, junto con el 
interés de demora desde el momento de su pago, de con-
formidad con el procedimiento establecido en el Título II 
de la Ley 38/2003, de 17 de noviembre, General de Sub-
venciones.

Disposición adicional primera. Plazos aplicables para la 
obtención de subvenciones por las Entidades Territo-
riales que, al amparo del artículo 1.2 del Real Decreto-
ley 11/2005, puedan incluirse en el ámbito de aplica-
ción de esta Orden, de conformidad con lo previsto en 
la disposición primera b.

Los plazos fijados en la disposición tercera («Redac-
ción y remisión de los proyectos técnicos o presupuestos 
de las obras») se computarán, desde el día siguiente al de 
la publicación en el Boletín Oficial del Estado del Real 
Decreto por el cual se las incluya en el ámbito de aplica-
ción de las medidas contempladas en el capítulo I del Real 
Decreto-ley 11/2005.

Comenzarán a computarse desde la finalización de los 
plazos señalados en el párrafo anterior todos los demás 
referidos en esta Orden, tendentes a la cumplimentación 

de los trámites requeridos para la obtención de las sub-
venciones, que se establecen en los apartados siguientes:

a) Apartado cuarto, informe de los proyectos técni-
cos o presupuestos por las Comisiones de Asistencia al 
Subdelegado del Gobierno.

b) Apartado quinto, remisión del citado informe a la 
Dirección General de Cooperación Local, por los Subdele-
gados del Gobierno.

Disposición adicional segunda. Referencias a otras enti-
dades territoriales y órganos periféricos.

a) Todas las referencias contenidas en la presente 
Orden a las Diputaciones Provinciales, se entenderán 
hechas a los Cabildos y Consejos Insulares, así como a las 
Comunidades Autónomas uniprovinciales, en el supuesto 
de que mediante Real Decreto y al amparo de lo previsto 
en el artículo 1.2 del Real Decreto-ley 11/2005, el Gobierno 
incluya en el ámbito de aplicación del mismo a otros 
Entes territoriales.

b) En el supuesto previsto en el apartado anterior, 
todas las referencias contenidas a los Subdelegados del 
Gobierno, se entenderán hechas al Delegado de Gobierno 
cuando así proceda.

Disposición final. Entrada en vigor.

La presente Orden entrará en vigor el día siguiente al 
de su publicación en el «Boletín Oficial del Estado».

Madrid, 15 de septiembre de 2005.

SEVILLA SEGURA 


